Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10:25). 


—Damos comienzo a la sesión de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, a los 
efectos de considerar el articulado previsto para esta rendición de cuentas. Damos la bienvenida a la 
señora Ministra de Industria, Energía y Minería, ingeniera Carolina Cosse, y a todo su equipo, y les 
cedemos el uso de la palabra para que hagan su presentación. 


SEÑORA MINISTRA.- Buenos días. Muchas gracias por recibirnos. 


Estamos presentando dos artículos. Antes de referirme a ellos, me gustaría dar un breve 
contexto a esta presentación. Creemos que el Uruguay está en condiciones —en base a su desarrollo 
en infraestructura, pero sobre todo a nivel humano-— de iniciar una nueva etapa en su desarrollo 
industrial y así lo hemos planteado desde el comienzo de esta gestión. Nuestro objetivo es delinear los 
caminos, apoyar su desarrollo y alinear los recursos y herramientas. 


El Ministerio trabaja en cuatro áreas programáticas del presupuesto, que son: desarrollo 
productivo, energía, comunicaciones y transporte, y servicios. En estas áreas hemos definido algunos 
objetivos que llamamos sustantivos y están vinculados a las metas específicas. 


En el área de desarrollo productivo, estos objetivos sustantivos implican la promoción de la 
incorporación de conocimiento y valor tecnológico a todas las cadenas de valor de la matriz productiva 
actual, así como la adquisición de capacidades transversales, generando condiciones para el 
desarrollo del pensamiento abstracto, computacional y científico en estudiantes, jóvenes y jóvenes 
trabajadores de forma de ampliar y sofisticar la frontera productiva actual y futura. 


También nos hemos planteado como otro objetivo sustantivo consolidar una plataforma de 
fortalecimiento de la industria nacional, apoyando su desarrollo sostenible, participando activamente en 
su promoción y actuando como un fuerte articulador entre los diferentes actores que integran las 
cadenas productivas, independientemente del tamaño, la forma de organización y la condición de 
público o privado. 


Queremos impulsar un nuevo esquema de innovación que se llama «Innovación abierta» —es 
algo relativamente nuevo a nivel mundial-, que pone como centro de los objetivos de la innovación — 
valga la redundancia— los resultados, más allá de las instituciones que tomen los temas de innovación 
y que conceptualmente tienen como núcleo compartir los resultados de la investigación científica y 
tecnológica, y tomar los mejores recursos para llevarlo adelante. 


En ese sentido, para promover la innovación abierta en el Uruguay, nos proponemos como 
objetivo sustantivo dentro del desarrollo productivo actuar como articulador en todos los esfuerzos para 
tratar de superar la brecha entre la academia, la industria, el sector público, el sector privado, 
avanzando en los lineamientos del Plan Estratégico Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación — 
Pencti— y forjando el esquema de innovación abierta. 


También queremos promover y desarrollar las micro, pequeñas y medianas empresas con un 
énfasis muy especial en lo territorial y una promoción importante del emprendedurismo como forma de 
contribuir a la descentralización geográfica productiva, fortalecer el interior del país y reducir las 
brechas existentes. 


Asimismo, seguimos proponiéndonos desarrollar acciones tendientes a ampliar y fortalecer la 
matriz productiva nacional, tomando todas sus fortalezas para ampliarla y sofisticarla, avanzando en 


particular hacia un aumento significativo en la proporción de industrias intensivas en conocimiento o 
con contenido medio o alto de tecnología. 


En el área programática de energía nos hemos propuesto continuar con la diversificación de 
la matriz energética del país —que tiene una fuerte presencia de energías renovables— para seguir 
avanzando hacia la minimización de vulnerabilidades y consolidar en nuestro país una cultura de la 
eficiencia energética. A su vez, apuntamos a promover el acceso a la energía de todos los sectores 
sociales y todas las regiones del país, como una forma de importante contribución a la mitigación del 
cambio climático. 


También nos hemos propuesto continuar con el desarrollo de la infraestructura energética, de 
forma de seguir sentando bases para el desarrollo y la inclusión económica y social. 


En el área de infraestructura, transporte y comunicaciones, nos hemos propuesto promover 
que se continúe con el desarrollo de la infraestructura de telecomunicaciones y digital pública, de forma 
de seguir sentando las bases para este desarrollo inclusivo económico y social. En este sentido, 
teniendo en cuenta nuestros objetivos principales en las áreas programáticas en las que trabajamos, 
para esta rendición de cuentas presentamos dos artículos. 


El primero de ellos tiene que ver justamente con el desarrollo de lo que es la industria del 
futuro, industria 4.0 que, entre otras cosas, implica una fuerte presencia de innovación tecnológica en 
las industrias y la presencia de una disciplina relativamente nueva en el mundo, que es la mecatrónica. 


En este sentido, planteamos la realización de una Fundación, «Industria del Futuro», con 
ANEP, cuyo objetivo fundamental es promover una alianza estratégica y establecer las bases a través 
de las cuales se desarrollarán actividades, programas o proyectos de cooperación en áreas de interés 
y beneficio mutuo. También planteamos la posibilidad de incorporar más miembros a esta fundación, lo 
que seguramente sucederá con el devenir de su actuación. Estoy segura de que será así. 


Por otra parte, incorporamos un artículo relativo a una modificación en el Tocaf porque, entre 
los objetivos sustantivos que planteé, está la promoción de las micro, pequeñas y medianas empresas. 
La realidad es muy exigente y muy dinámica; en particular, las microempresas tienen tiempos muy 
ajustados. Proponemos una modificación en el Tocaf a los efectos de estar acordes con las exigencias 
de tiempo y de respuesta que los apoyos en asesorías técnicas y demás requieren para las Pymes. 


Este sería nuestro planteo. 


SEÑOR BORDABERRY.- El artículo 66 que se propone refiere a la creación de una fundación. Desde 
ya adelanto que coincido con el objetivo. Siempre parece bueno que se trabaje coordinadamente —y 
más con las instituciones de la educación— para promover estos casos específicos. 


Me parece que esta es una muy buena iniciativa, pero me surgen algunas dudas al respecto. 
Se habla de las exoneraciones de crédito en base a la inversión —lo que también es sensato—, pero no 
se dice de dónde va a obtener recursos la fundación. Por eso el tema no me queda muy claro. Se 
habilita a transferir a la fundación, a título gratuito y en carácter de aporte, bienes muebles e inmuebles, 
pero no se dice cómo se va a financiar esto. Por lo tanto, en primer lugar, pido que se me aclarare 
cómo se va a financiar esto. 


En segundo término, en el inciso tercero dice: «Los organismos quedan habilitados a transferir 
a título gratuito a la Fundación, en carácter de aporte, los bienes muebles e inmuebles necesarios para 
la instalación de la sede de la misma». La pregunta es si cuando se hace referencia a los organismos, 
en realidad, se está hablando del Ministerio de Industria, Energía y Minería y ANEP. Supongo que sí, 
pero no estoy seguro porque esto se menciona al principio, pero después no. 


En tercer lugar, supongo que a este respecto obviamente se habrá escuchado a ANEP, 
porque en las normas de esta última no figura la autorización, es decir, aquí se autoriza al Ministerio de 


Industria, Energía y Minería a constituir una fundación con ANEP, pero no a ANEP para constituirla. De 
repente estaría faltando otorgar esa autorización en el capítulo de ANEP. De lo contrario, se van a 
encontrar con que el ministerio tiene la autorización legal pero ANEP no y, en consecuencia, no podrán 
hacer la fundación. Busqué en el capítulo que nos mandó ANEP y no está. 


Por otra parte, con esto obviamente se trata de apoyar los correspondientes planes de 
enseñanza curricular. Esto nos obliga a escuchar a las instituciones de educación públicas, porque el 
artículo 202 de la Constitución impone que las escuchemos antes de aprobar normas relacionadas con 
la enseñanza. Esta norma nunca se cumple, pero, en fin, ya que está en algún momento tendremos 
que empezar a cumplirla. 


Estas son las preguntas que quería plantear sobre el primer artículo, tengo otras sobre el 
segundo, pero no sé si prefieren que las realice después. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esperamos las respuestas sobre el artículo 66 y después pasaremos al 
artículo 67. 


SEÑORA MINISTRA.- Con mucho gusto voy a intentar responder las inquietudes planteadas. 


Con respecto a la fuente de financiamiento, una vez aprobada la fundación se establece el 
consejo, se elaboran los estatutos y, a partir de ahí, se genera un plan operativo. La fundación está 
integrada por ANEP y el Ministerio de Industria, Energía y Minería. Por lo tanto, se refiere a estos 
organismos. 


Probablemente tenga razón el señor senador en cuanto a que no está incluido en el inciso 
del proyecto de rendición de cuentas que refiere a ANEP, así que lo chequearemos con el organismo 
para adelantarnos a tal eventualidad. Por supuesto que esto está hablado y trabajado con ANEP. De 
hecho, surge a partir del trabajo; no es que hayamos pensamos en constituir una fundación para luego 
trabajar. El ministerio ya hizo una inversión en equipamiento de mecatrónica con la firma Festo a través 
de una cooperación inicial de la Organización de las Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial. 
Hicimos un convenio con la UTU, se capacitó y certificó a los docentes en esta tecnología. De hecho, el 
centro de mecatrónica que está en las instalaciones del LATU es el único a nivel regional que puede 
dar la certificación Festo y esta es una de las cuestiones más prometedoras. Así que, por supuesto, 
esto se ha trabajado con ANEP. 


Con respecto al planteo del señor senador sobre escuchar a la educación en lo que respecta 
a este tema, me parece muy bien. No tenemos nada más que agregar. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- El día de mañana recibimos a ANEP. Sugiero a la comisión no solo plantear 
la pregunta del señor senador, que me parece pertinente, sino también pensar en un artículo espejo. 


SEÑOR DELGADO.- Saludo la presencia de la ministra, el subsecretario y el equipo del ministerio. 


En primer lugar, vamos a hacer referencia al artículo 66, que es una innovación que hace el 
ministerio, donde además demuestra preocupación por la formación. Esto es compartible. Se propone 
crear una institución que es discutible: una fundación. Este es un elemento más en esta fuga del 
derecho que de a poco se va dando. 


Antes de ayer la Oficina Nacional del Servicio Civil hablaba —también lo hizo el Tribunal de 
Cuentas en otra instancia en que dijo que en algunos casos no tiene competencia para controlar— de 
que cada vez le es más difícil tener competencia y control real sobre una cantidad de instituciones 
paraestatales que se forman, obtener información de muchas sociedades anónimas —que son personas 
de propiedad estatal que funcionan en el derecho privado—, que muchas veces son hijas o nietas de las 
empresas públicas. Obviamente este tipo de instituciones van a funcionar en el derecho privado. 


Para nosotros esto es muy importante porque, más allá de que el objeto puede ser 
compartible, estamos hablando de una fundación en convenio con ANEP y, además, de que se deja 
abierta la puerta para que otros organismos se puedan sumar. Incluso, si esa es la interpretación que la 
señora Ministra daba, los organismos que se sumen podrían ceder bienes muebles e inmuebles, con lo 
cual obviamente hay una enajenación del patrimonio estatal en favor de una entidad privada. 
Entendemos que es relevante tener claro cuál es el objeto, el cronograma, qué piensa el ministerio 
sobre los cursos en los que van a trabajar, los funcionarios que tendrán, quién los va a proporcionar, si 
habrá llamados o un presupuesto para contrataciones independientes, si se hará alguna reasignación 
de funcionarios de otros organismos. 


Creo que sería bueno tener algunos datos adicionales sobre el funcionamiento de esta idea 
que, reitero, puede ser compartible en su intención, pero quizás sea discutible su instrumentación. No 
estoy dando una posición definitiva, pero planteo las dudas porque este es el ámbito para hacerlo, ya 
que está presente la señora Ministra de Industria, Energía y Minería. Digo esto porque me parece que 
seguimos propiciando el crecimiento de un Estado paralelo que, en algunos casos, es necesario. 
Obviamente es más ágil y, como funciona en el derecho privado, tiene menos restricciones, pero 
también tiene menos controles. 


El segundo tema que queremos plantear tiene que ver con la superposición de funciones. 
Está claro que nosotros vamos a compartir todo lo que tenga que ver con la formación y educación, 
pero es muy importante dejar claro que no puede haber superposición de funciones. Voy a poner como 
ejemplo una situación sobre la que estábamos conversando ayer con el diputado Lafluf, de Río Negro. 
En la UTEC de ese departamento se está haciendo un curso de mecatrónica, fundamentalmente 
vinculado al financiamiento de las dos empresas que trabajan en la celulosa en esa zona. 


Uno se pregunta si será bueno generar una estructura diferente o hacer sinergias. En un rato 
recibiremos a la delegación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a la que plantearemos 
nuestras interrogantes sobre algo que terminó siendo una solución económica pero que tiene un 
trasfondo políticamente mucho más importante y valioso, que es empezar a generar sinergias en el 
Estado. Me refiero a que para el financiamiento de la UTEC se van a utilizar fondos del Inefop, cuyo 
objetivo es la capacitación laboral. Entonces, ya no se trata solo de solucionar el presupuesto de la 
UTEC, sino conveniar instituciones para que puedan trabajar entre ambas en ese sentido. A ese 
respecto va a haber otras discusiones, pero me parece que va en una línea positiva. En este caso, la 
observación, sugerencia o reflexión que hacemos es que debemos tratar de no superponer más 
competencias dentro del Estado. 


En el cuarto párrafo del artículo 66 se habla de las exoneraciones. Obviamente exonera de 
todo tributo, excepto las contribuciones especiales a la seguridad social, y no queda comprendido al 
IVA cuando corresponda. Imagino que se hace referencia a eso porque dos párrafos antes, cuando se 
intenta describir el objeto de la fundación, no solo se habla de temas curriculares o de formación, sino 
que se menciona el ofrecimiento a sectores productivos de cursos específicos para el 
perfeccionamiento y certificación de capacidades de sus recursos humanos. En definitiva, esto es 
venta de servicios o de formación. También se ofrece asesoramiento para la automatización de 
procesos en el sector productivos. Estamos hablando de venta de servicios de asesoramiento. 


Quiere decir que entramos no solo en la formación de profesionales o de estudiantes, sino 
también en la formación de terceros —en este caso, empresas- y la venta de servicios, que van a estar 
exonerados de todo tributo, excepto en lo relativo al Banco de Previsión Social. 


Obviamente, si bien podemos compartir el objetivo —lo quiero reiterar una vez más para que 
no haya malas interpretaciones—, también en este caso hay instituciones que no están exoneradas del 
todo y cumplen esas funciones. No sé si está bien o está mal, pero yo quiero hacer estas reflexiones, 
porque me parece importante dejar planteada esta duda y hacer estos aportes en este ámbito. 


Nosotros necesitamos tener muchas garantías. Vamos a pedirles que se explayen en la 
medida de lo posible y que tengan especial cuidado en cómo se desarrolla —obviamente, esta es una 
norma que se va a aprobar- la instrumentación de una fundación que integra o engrosa este Estado 
paralelo. Insisto en que tenemos que tener especial cuidado, sobre todo, en las garantías, en los 


controles, en el manejo de recursos, en las transferencias de bienes del Estado, en la superposición de 
funciones y, especialmente, en lo que tiene que ver con el manejo de funcionarios y de fondos públicos. 


SEÑORA MOREIRA.- Quiero hacer una reflexión de índole general. 


En el presupuesto del Período pasado, el Ministerio de Economía y Finanzas presentó una 
iniciativa similar que se llamó «Centros de Estudios Fiscales o Tributarios», que tenía las mismas 
características jurídicas que está planteando esta cartera: tener una especie de fundación que se 
dedicara a hacer un análisis de la situación tributaria del Uruguay. En su momento, pensé en cuál sería 
la utilidad de estos mecanismos e, incluso, lo conversé con la Universidad de la República, y me dijo 
que era maravilloso que el Estado creara sus propias capacidades para sus estudios específicos — 
porque lo son, es economía aplicada— y la verdad es que lo que hoy sabemos sobre tributos es gracias 
al Centro de Estudios Tributarios que fue aprobado en una ley de presupuesto con estas mismas 
características. 


Creo que el objetivo es loable, en el sentido de generar sinergias con la educación pública a 
través de la estructura de la Administración Central; no es la primera vez que esto se hace, ya existe el 
antecedente que recién mencioné. El objetivo de generar esa sinergia en un sistema como el nuestro, 
con una estructura del Estado bastante balcanizada, me parece que es una muy buena iniciativa. 


Hay empresas públicas, como la que dirigía la señora Ministra, que desarrolló una intensa 
actividad con ANEP para la capacitación, incluso, de sus propios funcionarios. Estas experiencias no 
necesariamente se conocen. Me refiero al vínculo entre ANEP y las empresas públicas. En este caso, 
podría tratarse de algún tipo de actividades, aunque la industria del futuro tiene otros objetivos, que se 
desarrollan, a veces sin marco legal, pero deben ser tomadas en cuenta entre las buenas experiencias 
cuando se votan artículos de este tipo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Reitero que comparto el objetivo que se persigue, pero mis dudas van por el 
lado de cómo está armado, desde el punto de vista jurídico, el cumplimiento de la ley. De entrada se 
dice que esta va a ser una fundación entre el Ministerio de Industria, Energía y Minería y ANEP. 
Después se señala que se pueden incorporar otras organizaciones estatales y no estatales y 
organizaciones que se relacionen con su objeto. Quiere decir que, inicialmente, participarán ANEP y el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, pero luego pueden incorporarse otros organismos y 
organizaciones. En el segundo inciso se habla de «las partes»; supongo que se refiere al Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, a ANEP y a las organizaciones que se sumen. En el tercer inciso se habla 
de «los organismos»; ahora se me dice que estos son el Ministerio de Industria, Energía y Minería y 
ANEP, pero no las organizaciones que se suman. Creo que falta una suerte de precisión, porque 
vamos a permitir a todos los organismos que se sumen en el futuro, en una norma en blanco, que 
transfieran, a título gratuito, los bienes muebles e inmuebles que sean necesarios sin identificarlos, 
pero cada vez que se va a hacer una enajenación de ese tipo se requiere autorización legal. 


Esas son las dudas que tengo. 


Por otra parte, quiero referirme a las funciones que va a poder desarrollar la fundación, que a 
mi juicio son tres. 


La primera de ellas es que se va a dedicar a promover una alianza estratégica y a establecer 
las bases a través de las cuales las partes —-supongo que ANEP y el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería— desarrollarán actividades, programas o proyectos de cooperación en áreas de interés y de 
beneficio mutuo. Aquí se me genera esta duda: ¿es necesaria una fundación para que ANEP y el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería desarrollen actividades, programas o proyectos de 
cooperación en áreas de interés y de beneficio mutuo? Además, ¿es necesaria una fundación de ANEP 
y el Ministerio de Industria, Energía y Minería para que ambos promuevan cosas? Parece una 
redundancia desde el punto de vista del contenido. Es decir, se está creando una fundación de ANEP y 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería para que ambos organismos promuevan programas y 
proyectos en común. 


La segunda función va a ser apoyar los planes de enseñanza curricular correspondientes y 
ofrecer a los sectores productivos cursos específicos para el perfeccionamiento y certificación de 
capacidades de sus recursos humanos. ¿Por qué pregunté hoy sobre el tema de cuáles iban a ser sus 
recursos? Se nos dijo: «Eso viene después». 


Normalmente en una fundación los recursos provienen de los aportes de sus socios —lo dice la 
ley— y también de las donaciones y los legados que reciban. Eso está bien. Además, parecería que la 
fundación también se va a dedicar a ofrecer a los sectores productivos cursos específicos para el 
perfeccionamiento y la certificación de capacidades de sus recursos humanos. Eso, aparentemente, 
sería a título oneroso porque, si no, no se explicaría el inciso cuarto, que es el que le da exoneraciones 
de IVA. O sea que se está haciendo una fundación entre ANEP y el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería para vender servicios y, además, se le da un beneficio y va a competir con otros. 


Creo que todas estas cosas deberían explicitarse porque, si no, se va a hacer el contrato de 
la fundación y ahí sí se va a tener que poner cuáles van a ser los recursos porque las fundaciones, si 
mal no recuerdo, no pueden tener fines de lucro. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Así es, están exentas. 
SEÑORA MOREIRA.- Son asociaciones civiles sin fines de lucro. 
SEÑOR BORDABERRY.- Por eso mismo. 


Estas son las dudas que me surgen y por eso quiero conocer bien lo que persigue el 
ministerio en este caso. 


Por último, dice que se va a dedicar al asesoramiento para la automatización de procesos en 
el sector productivo. O sea que, además, esta fundación —integrada por ANEP y el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería— va a asesorar en la automatización de procesos en el sector productivo. 
Entiendo que el ministerio tiene capacidad para ello, ¿pero ANEP tiene capacidad para opinar en la 
automatización de los procesos en el sector productivo? Lo veo medio complicado. 


Por eso digo que este artículo, con cuyo objetivo coincido, no sé si está redactado como 
correspondería. Estas son dudas que me surgen y pediría que me las aclararan. 


SEÑOR CAMY.- Saludo la presencia de la señora Ministra y del equipo que compone la delegación del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


Consulto lo siguiente. Tengo que hacer una referencia a la señora Ministra que tiene que ver 
con la rendición de cuentas, concretamente con algo que se establece en el informe económico- 
financiero del proyecto, pero no refiere al articulado específicamente. ¿La Mesa prefiere que esto 
quede para después? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pediría, señor senador, que primero se evacuen las dudas sobre el articulado 
y después pasaremos a las preguntas generales. 


SEÑOR CAMY.- Gracias. 


SEÑORA MINISTRA.- Con respecto a los conceptos y dudas que se han vertido, voy a tratar de ser lo 
más abarcativa posible. 


Por supuesto que es importante buscar las sinergias en la sociedad y no solamente en el 
Estado; por eso hice un recorrido por los objetivos sustantivos que se ha fijado el ministerio, uno de los 
cuales es, justamente, ser un fuerte articulador entre los distintos sectores de nuestro sistema 
productivo para disminuir las distancias y aumentar la eficiencia, la asociatividad y la cooperación. De 


hecho, el año pasado el ministerio se había propuesto la meta específica de realizar trabajos concretos 
con por lo menos quince organismos diferentes y realizamos trabajos y cooperaciones con ciento 
noventa y uno. La meta fijada se excedió largamente y eso nos pone muy contentos. Estamos llevando 
adelante en forma diaria un trabajo en equipo con privados, con las cámaras y con distintas 
instituciones. 


Esta fundación surge como personería jurídica para llevar adelante un trabajo que responde 
inicialmente a un convenio que se firmó en 2014 para establecer este primer centro de mecatrónica, 
pero esta fundación lo excede y por eso se llama Industria del Futuro. No hay que limitar la industria del 
futuro a la mecatrónica, que es uno de sus componentes, pero no el único. La industria del futuro tiene 
que ver con el respeto al medioambiente, con el estímulo del I+D, con la incorporación de procesos 
biotecnológicos a los procesos productivos y, también, con la mecatrónica. Por lo tanto, esta fundación 
es la forma de personería jurídica que encontraron adecuada las respectivas áreas legales para que 
este trabajo inicial en equipo continúe. El trabajo que se va a desarrollar en esta fundación también se 
llevará a cabo sin fundación en muchas otras áreas, como siempre lo ha hecho el ministerio, y en lo 
personal también. 


Con respecto a la observación que realizó la señora senadora Moreira, quiero decir que soy 
una intensa promotora de uno de los programa de la educación pública que es el ProCES. 
Concretamente, soy una de sus vendedoras y lo hace también el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería y se lo he comentado a muchos organismos públicos y privados, porque sé lo que le pasa a 
una organización cuando promueve a su interior la educación de sus trabajadores. 


Con respecto las inquietudes que existen respecto a los párrafos de este artículo, quiero 
señalar que surgen del trabajo conjunto con la ANEP, con el Poder Ejecutivo y con el Ministerio de 
Economía y Finanzas; además, fue la forma legal más adecuada que se encontró para que esta 
fundación opere. Por supuesto que está sujeta a toda la normativa que rige a las fundaciones que, 
como todas, no tendrá fines de lucro, lo que no quiere decir que no genere ingresos para hacerla 
sustentable. 


SEÑOR DELGADO.-Quizás no fui claro. 


Más allá de compartir el objetivo, creo que es discutible su instrumentación. No estoy 
convencido que la vía propuesta sea la adecuada, quizás pueda haber otra. En función de los párrafos 
a los que hicimos referencia anteriormente, quisiera saber si está previsto que esta fundación venda 
cursos o servicios de asesoramiento a los privados, o es una fundación de estudios y de formación 
pero no, con fines de lucro. Digo esto porque, obviamente, si tiene ingresos a través de la venta de 
servicios, puede no tener fines de lucro, en el sentido de hacerla rentable pero sí tener ingresos y no 
solamente por la vía de las transferencias que se puedan concretar o por la utilización de inmuebles o 
por lo que señaló el señor senador Bordaberry anteriormente sobre su financiación que no queda del 
todo clara. 


Para mí es importante saber si tiene venta de servicios; obviamente, estoy presuponiendo en 
función de lo que se dice en el párrafo cuarto. Allí se prevé una serie de exoneraciones, entonces uno 
tiene la presunción de que sí van a vender servicios. Por tanto, sería bueno dejar constancia de ello en 
la versión taquigráfica. 


La otra pregunta que queríamos formular es si la señora Ministra tiene idea —en caso de que 
esta rendición de cuentas sea aprobada— de cómo se dará la puesta en marcha de esta fundación, 
cómo está previsto avanzar en el tema de funcionarios, en la instrumentación, si ya hay una 
planificación, algún cronograma, si tiene alguna idea de cuántos funcionarios va a tener, quiénes los 
van a contratar, el perfil que deberán tener, el tipo de cursos que les van a dar, etcétera. En realidad, 
queremos ver si podemos meternos en las entrañas del funcionamiento de esta fundación que se 
intenta crear por medio de este artículo. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Ante todo, es un gusto recibir a la delegación encabezada por la señora Ministra 
de Industria, Energía y Minería. 


Para complementar lo que planteaba el señor senador Delgado, agrego que hay muchas 
áreas en las que organizaciones similares están desarrollando tareas. Sus estructuras no son 
solamente jurídicas sino que se trata de fundaciones que tienen su organigrama y, además, un vínculo 
con quienes las patrocinan. Como estas organizaciones tienen en sí mismas una fuente de 
financiamiento —creo que esto lo podrá aclarar la señora Ministra—, me parece de suyo que la venta de 
servicios sea parte de ese financiamiento. Y cuando son iniciadas a partir de recursos públicos —tal 
como está planteado—, la idea es que sus capacidades crezcan y se potencialicen para que puedan 
desarrollar una tarea en la sociedad, sobre todo en este perfil, en el ámbito de la producción y de la 
innovación. Entonces la venta de servicios configura una parte del financiamiento para, de esa manera, 
ser cada vez más independientes de los recursos públicos. Me parece que eso es sano y bueno. 


Ahora bien, ¿cómo funciona la dinámica en la realidad? Quienes tienen que comprar servicios 
porque los necesitan para desarrollar y mejorar su productividad en el sector empresarial, requieren 
hacer una contratación. Entonces, cuando existen organizaciones como esta, que tienen esa 
capacidad de acumular capital humano y desarrollar conocimiento y pueden venderles el servicio, es 
mucho mejor a que terminen contratando en consultorías privadas, porque esas sí tienen fines de 
rédito y de renta. Creo que vender servicios no es un pecado, sino que para estas organizaciones es 
una forma de financiarse. Eso no quiere decir que se esté pensando en una fundación para tener renta; 
no, en la Universidad tenemos varios ejemplos de organizaciones con este funcionamiento que han 
permitido el desarrollo y la innovación tecnológica en muchos sistemas productivos del agro, de la 
industria, de la ingeniería. Inclusive, muchos Gobiernos departamentales han accedido a 
asesoramiento técnico calificado a menor costo que si lo hubieran tenido que contratar en el ámbito 
privado. Por ejemplo, estoy seguro de que el asesoramiento que la Fundación Ricaldoni les ha dado a 
los Gobiernos departamentales en el área de la ingeniería, fue a mucho menor costo que si la 
intendencia hubiera tenido que contratar a ingenieros o consultorías de ingeniería en el ámbito privado. 


Entonces, creo que no tenemos que visualizar esto con el prurito de que si se van a vender 
servicios, va a ser para obtener renta, para tener rédito sino, simplemente —me parece que está bien 
que se aclare— porque tal vez, para una herramienta como esta, ese sea el principal oxígeno que va a 
tener para crecer y consolidarse. Por eso me parece conveniente que la señora Ministra lo especifique. 


SEÑOR DELGADO.- Tengo que hacer unas aclaraciones con respecto a las sesiones de ayer y de hoy 
en cuanto a opiniones o posibles interpretaciones que ha hecho el senador Pardiñas sobre dichos 
nuestros. 


No es quien habla el que tiene pruritos por la posible venta de servicios, pero quiero que 
quede constancia. Uno puede inferir, pero me parece importante que haya una respuesta en esta 
comisión sobre cuál es el objeto y, dentro de ella, el concepto de ofrecer a los sectores productivos 
cursos específicos, certificación de capacidades y asesoramiento para automatización. Entonces, 
queremos que quede bien clara y nítida la forma de instrumentación porque va a ser una de las 
respuestas a la pregunta del senador Bordaberry sobre cómo se va a financiar. 


SEÑORA MINISTRA.- Una fundación no es una empresa. Las empresas tienen como objetivo 
fundamental tener beneficios. El objetivo fundamental de una fundación es el que se plasma en este 
artículo de creación de una fundación. Además, una fundación no puede tener lucro, pero debe ser 
sustentable. Para ello, su consejo, a través de sus estatutos —después de su elaboración-, estipula un 
plan de operación y, como todas las fundaciones, tiene actividades, venden servicios y hacen gestiones 
para tener donaciones. Recién el senador Pardiñas nombraba una fundación que iba a poner como 
ejemplo, pero hay varias como ella. La Fundación Ricaldoni vende excelentes servicios tomando 
profesionales de primer nivel de la facultad o de fuera de ella. También está la fundación de la Facultad 
de Ciencias Económicas. Hay muchas fundaciones en el Uruguay cuya esencia es su objetivo y no el 
lucrar porque, además, no pueden hacerlo. Por ello esta fundación se llama Industria del Futuro. El 
objetivo fundamental es tener una personería jurídica que nos permita promover una alianza 
estratégica, actividades vinculadas con la industria del futuro y facilitar las herramientas para que las 
empresas puedan transitar ese camino, como también generar, como fundación, las mayores sinergias 
posibles. 


SEÑOR BORDABERRY.- Reitero nuestra intención de tratar de apoyar estas cosas, pero quizás 
deberían revisar un poco más la Ley n.* 17.163, porque no es que se designa un consejo y después 
vienen los recursos y los objetivos. El artículo 2* dice que en el momento en que se realiza el estatuto 
hay que incluir, aparte del nombre, objeto, domicilio, etcétera, la determinación del objeto en forma 
clara y precisa, de acuerdo con lo establecido en la Constitución. A su vez, hay que establecer el 
capital inicial y los recursos futuros. En realidad, esto tendría que estar acá. También hay que fijar el 
plazo y condiciones si estuviera sometido a los mismos. Entonces, creo que falta el tema de los 
recursos y, sobre todo, no veo la precisión en las actividades. Cuando escuchamos por primera vez 
este tema se nos dijo que se trataba de una fundación que buscaba sinergias lógicas entre la 
educación y la industria. Eso está muy bien, pero terminamos viendo que es una fundación que se va a 
dedicar a vender servicios, además de otras cosas. Por tanto, estas cosas nos hacen un poco de ruido, 
en especial lo que refiere a los recursos. Cuando integraba el gobierno vinieron desde el ejército a 
decirnos que querían desarrollar industrias. Nos trajeron sus números y decían que eran más eficientes 
que el sector privado. Querían desarrollar la industria de los explosivos. Recuerdo que en ese 
momento les dije «les faltan dos líneas acá: salarios y aportes a la seguridad social». ¡Claro! Si con los 
recursos destinados a unas cosas pagamos otras y no los ponemos dentro del rubro que corresponde, 
siempre vamos a obtener ganancias. 


En este caso sucede algo similar. ¿Quiénes van a ser los funcionarios de esa fundación que 
va a brindar servicios? ¿Cuánto se les va a pagar? ¿Cómo van a ingresar? Si esto no se aclara, vamos 
a terminar con las «ong compañeras» nuevamente; disculpe que sea tan claro. Como ya dijo el señor 
senador Delgado, estamos en una huida del derecho administrativo y después terminamos como en 
Ancap, con sociedades que no podemos controlar y nos pasa lo que nos pasa. 


Me parecen muy buenos la intención y el instrumento, pero creo que faltan certezas y no se 
nos ha dado respuesta. La respuesta jurídica es que esto lo desarrollaron el Ministerio de Economía y 
Finanzas y sus asesores, pero ellos ya vinieron a esta comisión y no voy a poder preguntarles sobre 
esto. ¡De haber sabido que habían redactado este artículo en el Inciso 08, les podría haber consultado! 
Ahora ya no tenemos oportunidad de hacerlo, aunque quizás vuelvan en algún momento y les 
preguntaremos cómo fue que el Ministerio de Economía y Finanzas redactó un artículo del Ministerio 
de Industria, Energía y Minería. 


SEÑORA MINISTRA..- Lo que dije fue que estos artículos se elaboran en conjunto, como suele suceder 
en muchos aspectos —en la mayoría—, en este caso con ANEP y con el resto del Poder Ejecutivo, en 
particular con el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Si el señor presidente lo permite, quisiera ceder el uso de la palabra a la directora general, 
señora Cardona, para que aclare algunos temas jurídicos. 


SEÑORA CARDONA.- Buenos días. 


Además de lo que dijo la señora Ministra, me parece importante complementar la información 
con respecto a lo que ha preguntado el señor senador Bordaberry, en el sentido de que la Ley 
n.2 17.163, relativa a las fundaciones y asociaciones, se debe leer como norma legal en un todo, 
porque tiene muchos más artículos. Él menciona el artículo 2%, pero justamente, en el artículo 3% se 
habla del instrumento público, del estatuto y cuando menciona los proyectos de estatutos que tendrá la 
fundación, hace referencia a: «i) nombre y domicilio de la fundación; ii) determinación del objeto en 
forma clara y precisa, de acuerdo a lo establecido en el acto de constitución; iii) capital inicial, 
integración y recursos futuros», etcétera. 


Creo que no es el objeto de esta sesión ponernos a discutir sobre una ley del año 1999, pero 
en definitiva hay que verla como un todo. 


Asimismo, quisiera dejar claro que esta fundación, además de no tener fines de lucro, se 
basa en el interés general. Eso también lo dijimos en ocasión de nuestra comparecencia en la Cámara 
de Representantes y entendemos que es muy importante que quede constancia de ello en la versión 
taquigráfica. 


Por último, en cuanto a si estamos o no alejándonos del derecho público o de la 
transparencia y con respecto a lo que estamos tratando de hacer, cabe destacar que la propia ley 
establece un capítulo —Capítulo VIl- para definir el contralor de la fundación. Allí se habla de los 
estados contables, del Ministerio de Educación y Cultura, etcétera. Esto quiere decir que estamos al 
amparo de una ley vigente, creada por el Poder Legislativo, y estimo que se ha brindado el detalle de lo 
que se va a regir en la fundación. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- El resto será parte del debate que tengamos en la comisión. 
Vamos a pasar al artículo 67. 


SEÑOR DELGADO.- Obviamente, esta es una excepción a un artículo del Tocaf vinculada a las 
compras estatales, sobre todo a las compras directas. Es la excepción número treinta y siete a las 
compras directas que hace el Estado según está previsto en el Tocaf. Había treinta y tres excepciones. 
En el presupuesto del año pasado votamos tres más y con esta suman treinta y siete excepciones a las 
compras directas del Estado. Quizá conceptualmente voy a reiterar lo mismo que dije en el artículo 
anterior. Aprovecho para contarle a la señora Ministra —y hay varios miembros de la comisión de 
industria del Senado presentes— que a raíz de la polémica pública y parlamentaria que se generó por 
las compras que realizó el Ministerio del Interior de ropa y calzado a China, vinieron los representantes 
de la cámara de industrias, la cámara del calzado y la cámara de la vestimenta. Además, sé que la 
ministra intervino y trató de encontrarle soluciones al problema. También quiero reconocer la actitud 
que tuvo en ese momento cuando recibió a los empresarios privados —que, además, son todas pymes 
en el estricto concepto de pequeña y mediana empresa en Uruguay-— y se comprometió a que en el 
futuro iba a trabajar para encontrar una solución y de eso quedó constancia en la versión taquigráfica. 


No voy a reiterar el debate sobre si la compra estuvo bien o estuvo mal; me voy a referir a 
otra cosa. No lo voy a reiterar ahora porque no es el objeto de esta discusión, pero seguramente este 
tema esté incluido en lo que discutamos hoy. 


Quiero contarle a la señora Ministra que en la comisión de industria definimos que íbamos a 
tratar de trabajar sobre el tema de las compras públicas. Es más, después de la rendición de cuentas 
vamos a citar a una serie de instituciones. Quizá se genere alguna instancia en el Senado a la que 
obviamente la señora Ministra va a ser invitada para debatir sobre el concepto de compras públicas en 
general y sobre la posibilidad de que las empresas nacionales estén en pie de igualdad de condiciones 
con respecto a las empresas extranjeras. 


Reitero que no estoy dando el debate sobre lo que pasó. Este no es el ámbito para hacerlo, 
pero aprovecho para contarle a la señora Ministra lo que pasó —porque esto tiene que ver con las 
compras del Estado y, fundamentalmente, con una excepción al Tocaf para las compras directas donde 
las pymes tienen preferencia— y cómo hemos avanzado en la comisión de industria del Senado. 


Con respecto al artículo en sí voy a hacer una pregunta que quizá sea instrumental porque no 
la comprendo. Entiendo los dos agregados de la Cámara de Representantes. El primero habla de la 
entrada en vigencia, pero no comprendo el segundo que dice que «las modificaciones a las 
disposiciones del Tocaf efectuadas en la presente ley» —o sea, en esta rendición de cuentas», se 
consideran realizadas a las normas legales respectivas». La verdad es que tengo una visión biológica, 
pero no entiendo cuál es el sentido de esta redacción. Es claro que cuando hagamos una modificación 
del Tocaf —que, además es una ley- se van a modificar todas las normas referidas al tema. En 
definitiva, quiero preguntar si el ministerio tenía conocimiento y cuál es su fundamento. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Creo que estamos discutiendo, pero hay una confusión. El artículo 33 del 
Tocaf que está en el repartido n.* 862 sobre las disposiciones citadas no habla de compras. Dice así: 
«Las contrataciones se realizarán mediante licitación pública u otro procedimiento competitivo 
expresamente previsto, de acuerdo a lo que mejor se adecue a su objeto, a los principios generales de 
la contratación administrativa y de acuerdo a lo previsto en la normativa vigente». 


Después se citan las excepciones y una de ellas es la 37, que es la que se propone agregar. 
En el Distribuido n.? 864, página 39, se explican las causas del problema y los efectos negativos y 
luego expresa que el problema es la falta de flexibilidad o la demora en el trámite a la hora de contratar 
los consultores para realizar las tutorías a los proyectos presentados. Para ello propone agilizar los 
trámites y plantea la posibilidad de cumplir con la política establecida. Es decir que estamos hablando 
de contratos y no de compras. 


Es verdad lo que dice el señor senador Delgado en cuanto a que en la Comisión de Industria, 
Energía, Comercio, Turismo y Servicios estuvimos discutiendo el tema de las compras, pero no es un 
tema que esté plasmado en este artículo. Me parece que el tema de las compras públicas lo 
deberemos discutir en su momento porque no tiene nada que ver con la rendición de cuentas. 


SEÑOR DELGADO.- Obviamente tenemos una interpretación distinta a la que hace la señora 
senadora Topolansky. Coincidimos en que es un tema que tenemos que discutir porque además está 
siendo analizado de común acuerdo entre todos los partidos en la Comisión de Industria, Energía, 
Comercio, Turismo y Servicios, pero nuestra interpretación es que cuando la Sección 2 «De los 
contratos del Estado» habla de contrataciones, lo hace en el sentido más amplio de la palabra. 


SEÑOR BORDABERRY.- La compraventa es un contrato. Entonces, si dice que se está adquiriendo 
mediante el título compraventa y el modo tradición, obviamente estamos dentro de este artículo. De 
eso no hay ninguna duda. 


Cuando se votó una excepción en el período pasado —no recuerdo qué número tenía—, 
tuvimos que pasar de literales —A, B, C, D- a numerales porque se nos había acabado el abecedario 
para las excepciones. Por lo cual, creo que en algún momento nos deberíamos replantear el tema de 
los contratos, en especial, el de las adquisiciones y compraventas que hace el Estado. Evidentemente, 
no debe haber ningún régimen más perforado que este y tanta perforación termina probando que el 
régimen no es bueno. Además, creo que lo estamos perforando de la peor forma, que es permitir que 
se lleven a cabo contrataciones directas. Me dicen que en el día de ayer hubo aquí una discusión 
bastante importante por algunas contrataciones directas que hizo otro organismo del Estado que 
estaban fundamentadas en la ley porque tenían urgencia. 


Pero vayamos al contenido, que me parece que es importante y ahí está la duda. Se va a 
poder contratar sin licitación pública u otro procedimiento competitivo —que es lo que estamos votando 
aquí-—, comprar o lo que sea. Tengo que señalar que el artículo está muy mal redactado, porque dice: 
«37. Los servicios o convenios con Asociaciones y Organizaciones que nuclean a la Micro, Pequeña y 
Mediana Empresa, que suscriba la Dirección Nacional de Artesanías, Pequeñas y Medianas Empresas, 
del Ministerio de Industria Energía y Minería». 


La frase dice así: No obstante podrán contratarse los servicios o convenios —los convenios no 
se contratan, se celebran, se pactan, es decir que está mal- con asociaciones y organizaciones que 
nuclean a micros, pequeñas y medianas empresas, que suscriba la Dinapyme. O sea que estamos 
exonerando a la Dinapyme de tener que hacer licitación o procedimiento competitivo para contratar 
servicios o realizar convenios cuyo objetivo no sabemos cuál es. Me parece a mí que este artículo está 
muy mal redactado por donde se lo vea. Entonces las preguntan serían: ¿qué servicios se piensa 
contratar? ¿Qué tipo de convenios se piensa realizar con la Dinapyme y cuáles serían sus contenidos? 
Adelanto mi opinión para ser claro: nunca es bueno asegurar al corporativismo gremial —en este caso, 
el gremio de las pequeñas y medianas empresas- la exclusiva de poder contratar directamente, porque 
siempre hay alguno que no va, no está representado o queda afuera. Esta sería una forma simple de 
cercenar la competencia. De otro modo, volveríamos a hablar de este tipo de cosas. 


Concretamente las preguntas son las siguientes: ¿cuál es su opinión sobre la redacción de 
este artículo que no me parece que esté bien? ¿Dentro de los convenios están las adquisiciones y las 
compras? Creo que en el artículo 33 están comprendidas, sin lugar a dudas. Y ¿qué tipo de servicios 
van a brindar? 


SEÑOR AMORÍN.- A modo de complementar lo que se ha dicho y dando una opinión personal, 
entiendo que es cierto que el artículo 33 del Tocaf hace que todo sea un poco más lento y más 
engorroso, pero da algunas garantías que son necesarias. Cuando la administración hace cualquier 
tipo de contrato lo hace de cierta forma, hay un procedimiento para ello y eso da mucho más certeza 
de que las cosas se pueden hacer bien —es más difícil hacerlas mal-, porque prevé mecanismos que 
son mucho más transparentes. Hay 36 excepciones, que ya son muchas, y estamos por hacer la 
número 37. Pero las excepciones tienen que ser muy precisas, muy fundamentadas y tenemos que 
saber exactamente para qué van a ser. La letra de este artículo es muy amplia y no solo está mal 
redactada como bien dijo el señor senador Bordaberry —que se puede corregir—sino que, insisto, es 
muy amplia. Para votar una norma de estas tenemos que saber con exactitud —que es una excepción a 
la norma general que da garantías— para qué se va a usar, de modo tal que si nos parece bien la 
podemos votar. Una norma amplia, una excepción amplia a un criterio general —que, reitero, da 
garantías y transparencias a la contratación del Estado— no la podemos votar y no se debería votar; las 
excepciones tienen que ser absolutamente precisas. Entonces, solicito a la señora Ministra que nos 
precise esto; seguramente vamos a tener que cambiar la redacción de esta norma porque es bastante 
notorio que tiene algunos errores. 


SEÑORA MINISTRA.- He estado tratando de sintetizar cuáles son las inquietudes que se plantean. 


El señor senador Delgado se refería al último párrafo que tiene que ver con que si las 
modificaciones de las disposiciones del Tocaf efectuadas en la presente ley se consideran realizadas 
en las normas legales respectivas. Este párrafo fue introducido por la comisión de la Cámara de 
Representantes. Creo que tiene que ver con el concepto de que el Tocaf es un texto ordenado y este 
párrafo tiene que ver con esa parte de ingeniería legal, por decirlo de alguna forma, pero, insisto, 
proviene de la comisión de la Cámara de Representantes. 


Con respecto a la sustancia del artículo me gustaría que se diera la palabra al director de 
Dinapyme, el señor Rafael Mendive, para que explique la motivación y los detalles de la redacción de 
esta modificación que se propone. 


SEÑOR MENDIVE.- Básicamente, es una disposición que, en caso de ser aprobada, permitiría la 
asistencia oportuna a empresas de pequeño porte, con espaldas reducidas, para poder esperar 
respuestas prolongadas. Voy a poner algún ejemplo: la Ursea comenzó, hace algún tiempo, a aplicar 
inspecciones sobre el uso de calderas para los pequeños productores artesanales de queso porque 
había habido algún accidente y existían riesgos. La certificación de los queseros artesanales para el 
uso de las calderas requería un volumen de inversión que no poseían y había que buscar rápidamente 
un mecanismo para que no quedaran fuera de actividad. Se suscribió un convenio con la asociación y 
se trabajó con una fundación de la Facultad de Ingeniería para hacer un sistema alternativo. En estos 
momentos estamos viendo cómo se prueba el sistema alternativo, que es con agua caliente en vez de 
utilizar la presión de la caldera. 


Estamos hablando de ese tipo de trabajo, es decir, de pequeñas respuestas a pequeñas 
empresas que, por ejemplo, quieren participar en una licitación pública y consorciarse, que están en 
determinado punto del país y que requieren una asistencia técnica. 


Recuerden los señores senadores que nuestra contraparte siempre son los departamentos 
de desarrollo de las intendencias, los centros comerciales e industriales, las agencias de desarrollo o 
las cámaras respectivas. Quiere decir que nunca se trata de una decisión del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería a través de la Dinapyme, sin tomar en cuenta a la sociedad civil expresada en estas 
formas de representación. 


SEÑOR PARDIÑAS.- En este artículo coincido con la preocupación planteada por el señor senador 
Bordaberry en cuanto a la inclusión de convenios. El Poder Ejecutivo tiene potestad para celebrarlos 
con quienes sea, dentro del ámbito de sus competencias. Un convenio es un acuerdo de partes y lo 
que puede comprometer la Administración pública es lo que está en las normas. Quiere decir que no se 
requiere ley porque eso ya está entre las potestades que tiene para convenir, siempre preservando el 
interés público y la administración de los recursos públicos. 


Creo que es importante concebir esto de la adquisición de servicios en forma directa desde 
este sector, más allá de que se pueda tener una mirada distinta en cuanto a que convenga o no que 
haya posibilidad de contratación directa desde el Estado —en este caso, del ministerio- con algunas 
organizaciones que se puede decir que tienen un carácter corporativo. Me parece que también la 
especificidad que está planteada en esta modificación, que refiere a micros, pequeñas y medianas 
empresas, es un universo que no hay duda de que, en la economía, siempre se desenvuelve con 
numerosas limitaciones. El hecho de que la política pública pueda tomar acciones para potencializarla 
nos parece correcto y por eso creo que estamos en condiciones de buscar una alternativa de mejor 
redacción para lo cual el ministerio también puede ayudar. 


Después, quiero decir algo respecto a que este sea el numeral 37 de las excepciones. La 
dinámica de la economía hoy nos muestra que hay 37 excepciones en millones de posibilidades de 
contrataciones que tiene una persona pública, por lo que tampoco nos puede llamar a asombro esto. 
Quien se sienta asombrado porque hay 37 excepciones debería considerar también el otro universo, 
que es el de las millones de posibilidades de contrataciones que hay. 


Entonces, por eso creo que, en la medida en que esto se integra a una visión que, desde el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, ya ha estado planteada —que es la potencialización, el 
desarrollo y la consolidación de un sector de la economía que requiere de una acción fuerte de la 
política pública—, me parece que es atendible y que se puede incorporar en las normas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si entendí bien el «con» del artículo 37 debería ser sustituido por un «a». Lo 
que hace la Dinapyme es brindar servicios sobre certificación a asociaciones y organizaciones que 
nuclean a micros, pequeñas y medianas empresas, como es el caso de los queseros. ¿Es para esos 
casos que quiere contratar directamente o quiere que sea a través de un convenio? Además, el artículo 
dice: «Los servicios o convenios». La palabra «convenio» está de más. Hago este planteo porque no 
entendí, repito: ¿le brinda servicios a las asociaciones o brinda servicios a través de convenios con las 
asociaciones? Habría que redactarlo mejor. 


Por otro lado, si se dice que el monto es muy poco, se puede contratar directamente de 
acuerdo con el literal B) del artículo 33, porque el tope no es muy alto. Ahora, no sé si eso no les 
alcanza; incluso la licitación abreviada. No veo la celeridad. 


Le agradecería que pudiera contestar estas preguntas. 


SEÑORA MINISTRA.- Si me permite, voy a ceder el uso de la palabra a la directora para que explique 
la duda —que entiendo que es muy lógica— de por qué «servicios o convenios» y por qué «con» y no 
«a». 


Antes voy a responder la otra pregunta. El agregado que estamos planteando al texto 
ordenado es para trasparentar una situación que nos ha generado un problema, porque muchas 
Pymes y microempresas plantean sus inconvenientes y por eso Dinapyme buscó la forma de darles 
asesoría técnica. Lo que hizo Mendive fue ejemplificar un caso de asesoría técnica con los queseros. 
Lo cierto es que muchas veces las Pymes realizan planteos y tenemos que darles asesoría técnica, y 
para poder hacerlo en tiempo y con transparencia el ministerio no puede contratar de a una porque son 
miles de Pymes; por eso necesita realizar convenios con asociaciones como, por ejemplo, la Anmype. 
Es de eso de lo que habla el artículo. 


Con respecto a la otra pregunta, le cedo el uso de la palabra a la doctora Cardona para que 
explique por qué el artículo está redactado de esta forma. 


SEÑORA CARDONA.- La redacción original del ministerio hablaba solo de los convenios, no estaba la 
palabra «servicios». 


Esto tiene que ver con lo que explicaba el director y la ministra en el sentido de que Dinapyme 
trabaja de primera mano con asociaciones gremiales, como es el caso de Anmype o Empretec. Esos 
convenios no entraban en el numeral 2 ni el 3, que muchas veces usamos en temas de contrataciones. 


Es decir, estamos estableciendo una fórmula que ya se está utilizando y no queremos tener 
observaciones con respecto a las contrataciones. 


Estamos tratando de agilizar la necesidad que tiene Dinapyme en cuanto a lo que su director 
explicó. Es decir que lo que queremos agregar al artículo 33 es una posibilidad que no entraría ni en el 
literal B) ni en el C), porque como Anmype es una asociación gremial no sería una contratación entre 
organismos o dependencias del Estado con personas públicas no estatales o con personas jurídicas de 
derecho privado, cuyo capital social esté constituido en su totalidad por participaciones, cuotas sociales 
O acciones nominativas. O sea que estamos queriendo recoger la realidad del trabajo que tiene 
Dinapyme con Anmype y Empretec, que son asociaciones gremiales que no entran en ninguna de las 
hipótesis que plantea el artículo 33. 


SEÑOR MICHELINI.- A riesgo de abrir una puerta más grande, creo que deberíamos votar esto y luego 
estudiar toda la parte del Tocaf porque esto le debe suceder también a otros ministerios, cuando tienen 
que hacer convenios o contratar servicios con organizaciones que nuclean a otras. Entonces, 
pongamos el ejemplo de que en el futuro el ministerio de vivienda quiere hacer un convenio con la 
Federación Rural, por viviendas en el interior del país o para desarrollar programas ya existentes. 
¿Tendrá que hacer un proceso competitivo para ver cuántas federaciones rurales se presentan? Aquí 
no está contratando a una microempresa sino servicios con las asociaciones u organizaciones que 
nuclean a esas empresas y puede ocurrir que si llamara a un proceso competitivo se presentara una 
sola. Entonces, independientemente de aprobar esto, creo que en algún momento tendríamos que 
analizar este tema porque no creo que sea algo que le suceda solamente a este ministerio, sino 
también a muchos programas de las diferentes carteras cuando tienen que acordar. Supongamos que 
mañana se quiera llevar adelante una política que necesariamente requiera involucrar, por ejemplo, al 
PIT-CNT y a las cámaras de industria, que corresponde al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; 
¿tendrá que hacer una licitación? Me parece que esto habrá que aprobarlo así y luego pensar una 
política más global para que los ministerios, vía el Tocaf, no tengan que pasar este tipo de convenios. 


SEÑOR CAMY.- El informe económico-financiero que envió el Poder Ejecutivo al Poder Legislativo, 
junto con el proyecto de ley de rendición de cuentas y balance de ejecución presupuestal del 2015 
dice: «Se entiende necesario trabajar en forma coordinada entre el Poder Ejecutivo y la empresa a 
efectos de modificar la forma de determinación de márgenes y bonificaciones que permitan reducir los 
costos de distribución de Ancap en al menos 10 % en el Ejercicio 2017». Con respecto a esto, nos 
interesa consultar a la señora Ministra si se ha pensado, estudiado o evaluado, el impacto que tendría 
esta medida sobre las estaciones de servicio. No hay que olvidar que allí trabajan directamente 8.500 
personas, que el 80% de los comerciantes tiene una sola estación de servicio y que la mayoría de ellas 
tiene como mínimo dos socios. ¿Cuál es el sentido de atacar supuestas ineficiencias externas a Ancap 
cuando el sistema actual de distribución operó durante muchísimos años—en los que el ente dio 
ganancias— y abasteció sin problemas a todo el país? En los últimos años, las pocas veces que hubo 
desabastecimiento de combustibles líquidos fue como consecuencia de la paralización parcial o total 
de las actividades en la planta de Ancap y no por temas vinculados al sistema de distribución. Incluso, 
cuando se han planteado problemas en caso de demanda extraordinaria de combustibles líquidos, las 
dificultades para responder radican en la limitación de horarios de trabajo en las plantas de Ancap y no 
en el sistema de distribución en sí mismo. Por lo tanto, queremos conocer cuáles son, a juicio del 
Poder Ejecutivo, los elementos del sistema de distribución que se considera funcionan mal y qué 
parámetros se utilizan para evaluar el funcionamiento y la eficiencia del sistema de distribución de 
combustibles en Uruguay. 


Quiero saber también si la Ministra tiene conocimiento de un estudio que la firma CPA Ferrere 
realizó en referencia a la paramétrica que determina la bonificación de las estaciones. En dicho análisis 
se ha detectado una importante brecha entre los costos reales que ha revelado Ancap y los 
reconocidos en la misma paramétrica. A juicio de este estudio, la utilidad de las estaciones es un 60 % 
menor que la que teóricamente surge de la paramétrica e, incluso, esto lo ha planteado públicamente 
Unvenu. En este sentido, quiero saber, en la medida en que el Poder Ejecutivo ha dispuesto y proyecta 
—a partir del 1? de noviembre en Montevideo y Canelones y, a partir del 1% de diciembre, en el resto del 
país— se opere con tarjeta de crédito exclusivamente la compra venta de combustibles, si Ancap piensa 
reconocer la existencia de dicho decreto en la medida de incorporarlo efectivamente a esta paramétrica 
a que aludí. 


SEÑORA MINISTRA.- El ministerio se encuentra trabajando en equipo con distintos actores en lo que 
es la reformulación del sistema de distribución y, con mucho gusto, cuando concluyamos el trabajo 
estaré a la orden para exponer sus debilidades y fortalezas. Me parece importante expresarlo en ese 
momento, con la mayor claridad posible para toda la población. Por supuesto, estoy a las órdenes. 


SEÑOR CAMY.- Apreciamos la respuesta seria y sólida manifestada por la Ministra en el sentido de 
que cuando el ministerio disponga de la totalidad de la información nos la trasladará. Pero, si no se ha 
terminado el trabajo y la evaluación, ¿por qué razón aquí se expresa que se entiende necesario 
modificar la forma de determinar márgenes y bonificaciones para reducir los costos de distribución en 
un 10 % en el año 2017? ¿Por qué surge tan específicamente si no está concluido ese trabajo? 


SEÑORA MINISTRA.- Lo que está expresado, como acaba de citar el señor senador, es una meta, lo 
que no está concluido es la forma de alcanzarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más preguntas, agradecemos a la señora Ministra y a todo su 
equipo la comparecencia en el día de hoy. 


(Se retiran de sala la señora Ministra de Industria, Energía y Minería y su equipo de asesores). 


(Ingresan a sala el señor Ministro y el señor Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social y su equipo 
de asesores). 


—En nombre de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda damos la bienvenida al 
señor Ernesto Murro, Ministro de Trabajo y Seguridad Social, y a su equipo de asesores, a los efectos 
de considerar el articulado previsto en esta rendición de cuentas para dicho inciso. 


SEÑOR MINISTRO.- Saludamos a todos los señores senadores y agradecemos la oportunidad que se 
nos da de dialogar sobre la propuesta de rendición de cuentas del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. 


En esta rendición de cuentas tenemos solo cuatro artículos y podemos plantear que tienen 
que ver con tres temas, algunos de los cuales refieren específicamente a lo que son las políticas de 
empleo y de formación profesional vinculadas a la Dirección Nacional de Empleo y al Instituto Nacional 
de Empleo y Formación Profesional. A partir de cómo se vienen desarrollando estas políticas se 
producen algunos cambios que tienden a unificarlas en ese sentido. 


El otro tema comprende aspectos más instrumentales en relación a un proyecto sustantivo 
como el que estamos proyectando para el próximo año 2017, relativo a la unificación de la planilla de 
trabajo del Ministerio con la historia laboral y los registros del Banco de Previsión Social, lo que 
creemos va a ser un cambio trascendente en la mejora de gestión a nivel país. 


El artículo 4” tiene que ver con la modificación en las denominaciones de cargos. 


Trataremos de ser breves. Por tal razón, si el presidente lo permite, cedería el uso de la 
palabra al señor subsecretario, para que explique más profundamente estos temas y luego comenzar a 
analizar cada artículo en particular. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Creo que sería oportuno que comenzáramos a analizar artículo por 
artículo porque la exposición del señor Ministro abarca el contenido de los cuatro artículos. Dos de 
ellos refieren a una readecuación de uno de nuestros programas llamado Objetivo Empleo, otro tiene 
que ver con una modificación introducida —habeas data— en la ley de Presupuesto que en definitiva 
estaría afectando algunas modificaciones en el tema de documentos de contralor del trabajo, y el 
artículo 3% no tiene contenido económico, sino de denominación de algunos cargos. Si el Cuerpo está 
de acuerdo, podríamos comenzar el comentario artículo por artículo. 


Como los señores senadores saben, la política de empleo y formación profesional está a 
cargo de nuestra cartera. En este sentido, desde larga data existe uno de nuestros programas que se 
llama Objetivo Empleo que fue creado cuando comenzó el plan de Equidad y que tenía como objetivo 
central tratar de cubrir las poblaciones con mayores dificultades para el acceso al empleo. Era 
absolutamente amplio. ¿Qué acontece? Luego de que operara inicialmente este programa, se creó el 
Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional que supuso un readecuamiento de quien de 
alguna manera ejecuta las políticas activas de formación en materia de empleo. Se ha producido un 
desplazamiento y otras leyes, como por ejemplo la referida a empleo juvenil, han adjudicado diferentes 
competencias al Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional. Es decir, en estas políticas se 
ha desplazado de alguna manera el centro del ministerio hacia el Inefop. 


Sobre esta base, lo que se visualiza es que en el programa Objetivo Empleo se ha ido 
vaciando el contenido de los destinatarios, porque algunos han ido a parar a la Ley de Empleo Juvenil 
-en la que están comprendidos todos los menores de hasta 29 años de edad y, por ende, su 
financiación, conforme lo prevé esta ley, estaría a cargo del Inefop— y otros fueron desviados hacia 
otros programas que han nacido en el seno del instituto. Por lo tanto, hoy día, la vieja financiación que 
tenía el programa Objetivo Empleo ya no aparece en el Presupuesto nacional y se ha desplazado casi 
en su totalidad hacia el Fondo de Reconversión Laboral que maneja el Inefop. 


En definitiva, lo que estamos solicitando es una adecuación jurídica para que el resto del 
programa pueda ser financiado por el instituto. 


En principio, ese es el contenido. 


SEÑOR PEREIRA.- A partir de la creación del Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional, 
en el año 2008 —tal como dijo el señor subsecretario—, se le asignan a la Dirección Nacional de Empleo 
los cometidos de diseño, elaboración, monitoreo y seguimiento de las políticas activas de empleo, y al 
instituto se le otorga el rol de ejecutarlas, en lo que hace a la formación profesional, a la orientación 
laboral y otras. Lo que se está haciendo ahora es transferir competencias de ejecución al Inefop, 
diríamos que en los dos artículos, en el que hace referencia al programa Objetivo Empleo y en el que 
refiere a la Ley de Empleo Juvenil, una de las normas que hace a la modalidad «trabajo protegido 
joven», que estaban asociados y que son dos componentes que tienen que ver con la inserción de 
personas en situación de vulnerabilidad. 


En definitiva, lo que estamos haciendo ahora es adecuar el marco jurídico para poder cumplir 
con los fines establecidos en la ley de creación del Inefop y con los roles asignados a la Dirección 
Nacional de Empleo. 


SEÑOR DELGADO.- Para nosotros es un gusto recibir al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social 
y al equipo asesor que lo acompaña. 


Queremos aprovechar que están acá para hablar de dos artículos vinculados con el Fondo 
de Reconversión Laboral y para dejar constancia en la versión taquigráfica de la situación, sobre todo 
teniendo la presencia de un amigo, como es el Director Nacional de Empleo. 


En cuanto al artículo 90, en realidad también se relaciona con el 91 porque lo que hacen es 
que los subsidios que se otorgan a las empresas que participaban en el programa Objetivo Empleo de 
la Dirección Nacional de Empleo pasen a ser financiados por el Fondo de Reconversión Laboral, o sea 
que este va a ejecutar todas o casi todas las políticas, y la Dirección Nacional de Empleo entrará en el 


diseño de las políticas; imagino que así será. Esto me parece algo totalmente compartible, pero creo 
que hay que enmarcarlo también en la situación en la que está el Fondo de Reconversión Laboral. 


Obviamente, los comentarios sobre el artículo 90 también aplican al 91, dado que en realidad 
en este último cambian los subsidios que se otorgaban en la modalidad contractual de trabajo 
protegido joven, contenida en la Ley de Empleo Juvenil, pasando del programa Objetivo Empleo a ser 
financiados por el Fondo de Reconversión Laboral. 


Mi pregunta es a cuánto ascienden y a cuántas personas alcanzan actualmente estos dos 
artículos porque ambos tienen la misma instrumentación. Además, me gustaría saber de qué monto 
tendría que hacerse cargo el Fondo de Reconversión Laboral en cuanto a estos dos programas o 
subsidios. Esta es la consulta con respecto a los artículos 90 y 91. 


Por otra parte, quisiera saber cuál fue la recaudación del fondo al cierre del 2015 y qué 
recaudación tiene en este primer semestre del 2016. Es decir, a cuánto asciende a la fecha el Fondo 
de Reconversión Laboral. ¿Cuál es el gasto anual? ¿Cuánto está imputado a los programas? También 
hay un tema sobre el que mucho se ha hablado y tiene que ver con algo que figura en la planilla del 
inciso 21, subsidios y subvenciones del Ministerio de Economía y Finanzas, y es que a partir del año 
1985 hay una transferencia del Estado, que ronda los USD 12:000.000, al Fondo de Reconversión 
Laboral. Sobre ello, ¿el Estado está al día o figura omiso en cuanto a algún aporte anual? En realidad 
estas cosas son gastos imputables, a partir de que se apruebe esta rendición de cuentas, al Fondo de 
Reconversión Laboral. Por eso hacíamos la pregunta en particular y la general sobre el fondo en sí 
mismo. 


SEÑOR MINISTRO.- Nos gustaría contextualizar los cambios que se han venido produciendo en la 
temática de la formación profesional en los últimos meses. Queremos destacar muy especialmente que 
el Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional es un órgano multipartito, integrado por 
representantes empresariales, de los trabajadores y del sector de la economía social y cooperativa. A 
su vez, este órgano está teniendo, por decisión de todas las partes —no solamente de los 
representantes del gobierno en dicho ámbito, que allí son minoría—, una serie de cambios positivos 
muy importantes en beneficio del país. Reitero: con el concurso de todas las partes. Teníamos una 
serie de dificultades que, sin perjuicio de lo que hay que seguir mejorando, están cambiando. En ese 
sentido, podemos destacar que se capacitaban aproximadamente unas 18.000 personas por año. Ese 
número, en el 2015, ascendió a 27.000, o sea, un 50% más de personas capacitadas a través de 
cursos dados en todo el país. Este año se espera llegar a unas 30.000 personas, con lo cual, 
prácticamente, casi se estaría duplicando el número de trabajadores que se capacitaban con 
anterioridad. Estamos dinamizando el funcionamiento participativo en todo el país y en todos los 
sectores de actividad. Se están promoviendo —en algunos casos ya se está trabajando—, los planes en 
los territorios. Los comités departamentales de empleo y formación profesional son los que están 
formulando los planes de capacitación en el territorio, los cuales pasan a consideración del Consejo 
Directivo del Inefop. Esto se viene haciendo muy bien en muchos lugares del país. En otros estamos 
impulsando que así se haga para que el mejor conocimiento de las realidades locales se transforme en 
una mejora del proceso imprescindible de cultura del trabajo para el desarrollo y dentro de eso —que es 
la estrategia fundamental del ministerio-, que la formación permanente de trabajadores y de 
empresarios se desarrolle mejor en el país. Necesitamos mejores trabajadores y mejores empresarios 
y esto está siendo comprendido en todo el territorio nacional. Por ejemplo, este fin de semana 
estuvimos en Fray Bentos, reunidos con la Asociación Comercial e Industrial de Río Negro y con el PIT- 
CNT de dicho departamento y ellos están preparando el plan de formación 2016 — 2017. ¡Lo están 
haciendo ellos mismos! Además de eso están preparando, para el mes de octubre, un acuerdo 
departamental por el empleo y la formación profesional en el departamento. 


Cabe destacar que esto también sucede en otros departamentos del país y, paralelamente, 
estamos estimulando la formación de los comités sectoriales de empleo y formación profesional. En 
ambos casos estamos hablando de trece a quince comités territoriales y sectoriales que están 
funcionando. Por ejemplo, cuando funciona como lo hace el Comité Sectorial de Turismo, se definen 
las necesidades de formación, por parte de la Cámara Empresarial del turismo, con participación del 
ministerio y de los sindicatos afectados a esta actividad, y se llevan adelante las respuestas a esas 
inquietudes. Puedo mencionar un plan que abarca una veintena de pequeñas localidades del interior 
profundo de Uruguay, de los distintos departamentos, que han reclamado la formación en turismo. Esto 


implica apoyar medianos emprendimientos de turismo en gestión empresarial —se están dictando 
cursos en esta materia—- y se nos ha solicitado que se den cursos de inglés y portugués para 
empresarios y trabajadores, cosa que se está haciendo. Asimismo, hay cursos para empresarios y 
trabajadores en actividad, por ejemplo, para atender mejor al sector turístico y se ha apoyado la 
formación en lo que tiene que ver con la atención a los cruceros, en Montevideo. 


¿Por qué nos permitimos destacar estas cosas? Porque creo que este consenso que se ha 
logrado en el mundo empresarial, en el mundo sindical y en el Gobierno, para una transformación 
progresiva, gradual, pero permanente del Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional, y de 
las políticas de formación profesional, es imprescindible para el desarrollo del país. En ese sentido, se 
ha aumentado en un 50 % la capacitación, que además se ha concentrado en empresarios y 
trabajadores en actividad, sin descuidar los sectores vulnerables que nos siguen preocupando y a los 
que seguimos atendiendo. A modo de ejemplo puedo mencionar que el próximo viernes firmaremos 
diversos convenios con el Instituto Nacional de Rehabilitación, es decir, con el Ministerio del Interior, en 
relación con las personas privadas de libertad. 


Esto de volcar la actividad hacia la formación de empresarios y trabajadores en actividad, sin 
duda, es un cambio sustantivo. Al mismo tiempo, se están apoyando otras políticas como, por ejemplo 
—algo que también haremos el próximo viernes—, la culminación de estudios secundarios de 
trabajadores y empresarios en actividad. Se han inscripto más de 5.000 personas, más de 1.800 están 
cursando y algunas ya han culminado, por lo que el próximo viernes estaremos entregando los 
certificados de culminación de enseñanza media básica y media superior a centenares de personas. 
Reitero que se trata de empresarios y trabajadores de nuestro país y, con la comprensión que hemos 
logrado por parte de las autoridades de la enseñanza pública, de los directores de liceo y de UTU, y de 
los docentes, se le ha asignado un tutor gratuito a cada persona. 


Voy a volver a citar el caso de Río Negro, donde estuvimos este fin de semana, porque allí 
hay 94 inscriptos; 57 de ellos ya están cursando y para estos últimos se han destinado 128 docentes a 
fin de que puedan acceder a la culminación de sus estudios secundarios. Esto significa la corrección de 
un problema que tiene el país, ya que en el diagnóstico que se hizo, de acuerdo con la directriz Cultura 
del Trabajo para el Desarrollo, detectamos que el 40 % de los trabajadores y empresarios en actividad, 
en Uruguay, no había culminado la enseñanza media. Precisamente, estos fondos que destina el 
Inefop van en ese camino. 


Queríamos enmarcar un poco las muy razonables preguntas que hacía el apreciado señor 
senador Delgado en las nuevas políticas que se vienen desarrollando y que, reitero, no son solamente 
promovidas —que lo son— por el Gobierno nacional, y en particular por este ministerio, sino que además 
hemos logrado —como no podía ser de otra manera— un importante avance en la compresión de los 
sectores empresarial y trabajador para poder llevarlas adelante. 


Si el señor presidente lo permite, me gustaría ceder el uso de la palabra al Director Nacional 
de Empleo, para que complemente las respuestas. 


SEÑOR PEREIRA.- Como los señores senadores saben, la Ley de Empleo Juvenil tiene diversos 
componentes. Uno de ellos es la primera experiencia laboral en el sector público, que vendría a ser el 
denominado programa «Yo estudio y trabajo». Este viernes se abren las inscripciones para seiscientos 
jóvenes que van a tener su primera experiencia laboral en el sector público. Otro factor es la primera 
experiencia laboral para jóvenes de entre 15 y 24 años, que tiene un subsidio del 25 % de un salario de 
$ 14.500. Otro componente es la primera experiencia laboral para egresados. Ese programa es para 
jóvenes que están sobrecalificados y que no logran desarrollar su primera experiencia laboral en el 
campo que estudiaron. En este caso el estímulo para las empresas es de un 15 % de un salario de $ 
14.500. Otro ítem tienen que ver con aumentar los días de licencia por estudio o reducir la jornada de 
trabajo de jóvenes que están rindiendo exámenes. En ese contexto hay un componente que tiene que 
ver con estimular el emprendedurismo y que los jóvenes piensen en crear proyectos que pueden 
generar trabajo. 


Asimismo, el programa «Trabajo protegido joven» es para jóvenes en situación de 
vulnerabilidad. En este caso, el beneficio para las empresas que los contratan es mayor a los casos 


anteriores y corresponde al 60 % de un salario mínimo. 


De acuerdo a los resultados obtenidos a partir de que esta ley se reglamentó en mayo de 
2015 hasta los meses que van de 2016 se han insertado en el mercado de trabajo unos 540 jóvenes. 


Recuerdo que en algún momento trabajamos junto con el señor senador Delgado y con el 
fallecido ex senador Semproni en el programa «Yo estudio y trabajo» sobre la posibilidad de adaptar 
este programa para estimular la inserción de personas mayores de cuarenta y cinco años. A través de 
este programa se está insertando aproximadamente a cien personas por año y la diferencia con los 
otros es que abarca a personas de entre dieciocho y sesenta y cinco años, es decir que comprende a 
personas de mayor edad; y en el caso del programa «Trabajo protegido joven» que está en el marco de 
la ley de empleo juvenil, comprende a jóvenes de entre 15 y 29 años. 


La proyección anual que nosotros hacemos a futuro es 540 y 100. Obviamente, estos 
números se pueden relativizar en función del empleo que se cree y de cómo participen las empresas 
en relación a la aplicación de esta ley, y de si los empresarios se interesan o no en ella. Todos estos 
son nuevos empleos, ya que las empresas que participan de este programa no deben haber enviado 
personal al seguro de paro, no deben haber tenido despidos, etcétera. La proyección de costos que 
nosotros estamos haciendo está en el entorno de USD 2:500.000 anuales para el programa «Trabajo 
protegido joven» y de USD 500:000 para «Objetivo empleo», pero son relativos porque dependen de la 
cantidad de inserciones que se logren. Podrían aumentar o podrían disminuir dependiendo del 
desempeño de estos componentes. 


En relación a la información vinculada al Fondo de Reconversión Laboral podemos decir que 
la recaudación está en el entorno de los USD 28:000.000 anuales. Los gastos generales del instituto 
son aproximadamente del 20 %. Después les podemos enviar las cifras exactas. Obviamente, nosotros 
proyectamos una leve disminución de los ingresos ya que este fondo acompaña el desempeño de la 
economía del país, es decir que en momentos en los que hay mayor empleo y baja informalidad hay 
aumento de los ingresos y en momentos en los cuales hay situaciones que complejizan la situación 
económica, hay leves disminuciones. Diríamos que lo que se está proyectando en materia de ingresos 
no afecta para nada el presupuesto. 


Con relación a la pregunta sobre los aportes del sector público al Fondo de Reconversión 
Laboral, dado que ha habido atrasos en los aportes del Poder Ejecutivo, estamos en tratativas para ver 
cómo instrumentamos uno de los artículos de la Ley de Presupuesto. Hemos asumido un compromiso 
presupuestal y ahora tenemos que ver cómo se desarrolla el intercambio para lograr los acuerdos. 


SEÑOR DELGADO.- Voy a hacer una referencia general a los conceptos vertidos por el señor Ministro. 


Comparto el giro que ha tomado el Inefop —adelanto una opinión personal—, me parece que 
eliminó el preconcepto contra cíclico que tenía para tratar de asociarlo a procesos que no siempre son 
los de mayor demanda. El fondo fue creado con el fin de ayudar a personas que estaban en seguro de 
desempleo a reinsertarse en el mercado de trabajo y ahora vira hacia otro concepto más allá de la tasa 
de desempleo, que es mantener eso, pero además la idea es capacitar a trabajadores y empresarios. 
O sea, que busca mejorar las capacidades de reinserción o recalificación laboral y de gestión 
empresarial. Y ese es un giro que compartimos. 


Analizando el balance del Inefop, constatamos que ha tenido un ingreso promedio en los 
últimos cinco años de USD 32:000.000 por año y un resultado promedio del ejercicio de cada año de 
aproximadamente USD 13:000.000, que ha señado un inmueble en el año 2015 por un valor de USD 
3:500.000 y que en marzo de 2016 realizó un depósito a plazo fijo en el Banco República por USD 
30:000.000. Según el balance del fondo al 31 de diciembre de 2015, tenían un remanente en el fondo 
de USD 86:000.000. En primer lugar, quisiera saber si estas cifras son correctas. 


En segundo término, el director nacional de Empleo hizo referencia a los artículos 90 y 91, 
que son los que cambian la fuente de financiamiento de los programas «Objetivo empleo» y algunos 
programas contenidos en la Ley de Empleo Juvenil. Asimismo, hizo referencia al costo de cada 


programa. Quisiera saber cuál es el costo por artículo, es decir, cuánto es el concepto de los artículos 
90 y 91 que pasa a cubrir el fondo. Si no lo tienen, no tengo problema en que nos lo envíen. Esto es a 
los efectos de tener una visión macro del tema. 


En tercer lugar, se hacía referencia a atrasos en los aportes del Estado al fondo de 
financiamiento tripartito —al cual aportan los empresarios, los trabajadores y el Estado—, que, si no me 
equivoco es el 0,0125 %. Quisiera saber a cuánto nos estamos refiriendo concretamente. 


SEÑOR PEREIRA.- Las cifras que se manejaron son ciertas. Hay un pico de USD 32:000.000, pero se 
ha estabilizado entre los USD 28:000.000 y los USD 30:000.000. 


El cálculo que hicimos respecto al costo de estos dos artículos, como ya habíamos 
manifestado, es de USD 2:500.000 para Trabajo Protegido Joven, que ha tenido una muy buena 
aceptación. Esta ley comenzó a implementarse con el fin de generar instancias de sensibilización con 
el sector empresarial, como foros en los cuales nos ha acompañado el señor Ministro y actividades 
desarrolladas con las distintas cámaras, y ofrecer las distintas herramientas que se tiene. En este 
contexto, mirando los desempeños de anteriores proyectos de ley que estimulaban la inserción de 
jóvenes y en el entendido de que estamos hablando de jóvenes con mayores dificultades para 
insertarse en el mercado de trabajo porque tienen bajas calificaciones y provienen de hogares en 
situación de vulnerabilidad, en fin, con toda esa problemática a veces es difícil lograr la inserción en los 
organismos públicos que la promueven. Sin embargo, en menos de un año hemos tenido 540 
inserciones; para nosotros es un dato importante en esta materia y aspiramos a mejorar. 


En este componente calculamos un costo anual de USD 2:500.000 y en el relativo al Trabajo 
Protegido Joven —que es parte del plan de equidad y refiere a la inserción de cien personas— 
estimamos que ascenderá a USD 500.000 con las variaciones que pueda haber en la medida en que 
logramos una mayor inserción o que crezca la demanda por parte del sector empresarial. 


En relación con el último planteo vinculado a la aportación del sector público al Inefop, en el 
correr de esta semana les enviaremos la información detallada —obviamente, son datos a los que se 
puede acceder-—, porque no queremos dar cifras que no estén bien respaldadas. 


SEÑOR DELGADO.- Pido disculpas, pero aprovechando la oportunidad de que están presentes el 
Ministro y el Director Nacional de Empleo, me voy a referir a otro asunto. 


En realidad, quiero preguntar sobre un tema que no tiene que ver con los artículos del 
ministerio, pero sí con el Fondo de Reconversión Laboral respecto a una arquitectura más ingeniosa 
que en la Cámara de Representantes encontró el gobierno para tratar de abatir el abatimiento —valga la 
redundancia— vinculado al presupuesto educativo y lograr financiar el presupuesto de la UTEC de $ 
100:000.000. La fórmula que se encontró fue que el incremento para el ejercicio 2017, Inciso 31, 
«Universidad Tecnológica», pase a ser financiado por el Fondo de Reconversión Laboral y no por 
Rentas Generales, como hasta ahora. Obviamente, tal como muy bien señalaba el señor Ministro al 
principio de su exposición, es un fondo muy especial que se origina en el Fondo de Reconversión 
Laboral de la Junta Nacional de Empleo. Se constituyó con carácter y espíritu tripartido —así está 
establecido por la ley- y creo que es uno de los ejemplos que Uruguay tiene de integración de los 
sectores en pos de objetivos y con manejo de recursos. Me parece que hay que preservar y cuidar el 
carácter tripartito. Obviamente el financiamiento del incremento presupuestal de la UTEC tiene como 
destino las retribuciones personales de esta. 


En realidad, dentro del financiamiento que hace el Inefop, obviamente está el concepto de 
cursos y el de retribuciones personales de los docentes que los dan. 


Esta es una solución novedosa e ingeniosa, cuyo objetivo comparto. Se trata de empezar a 
generar sinergias, además de un tema de coyuntura y de ingeniería presupuestal en función del 
abatimiento. Esa es la verdad; no hay dos lecturas en esto. 


Compartimos que puede haber sinergia hasta en el financiamiento. Hay fondos para 
recalificar, recapacitar o formar. Hay instituciones que los tienen y si alguna no logra tener presupuesto, 
se puede generar alguna sinergia. 


La primera pregunta al respecto —es la última consulta que haré con respecto al Fondo de 
Reconversión Laboral- es si esto fue tratado en lo que es hoy la directiva del Inefop —en la que están 
representados los trabajadores, los empresarios y el Gobierno— y si hay acuerdo de las tres partes. Me 
parece que es importante que quede constancia de si hay o no acuerdo de las tres partes porque, si 
bien una ley modifica a otra ley, es obvio que estamos cambiando legalmente el destino y el origen de 
los fondos. Por lo menos, cambiamos el destino del Fondo de Reconversión Laboral, que era 
determinado por el propio Inefop y hoy lo establece el Poder Legislativo. Me parece que es bueno 
preservar —por más que en esta coyuntura podemos compartir el destino y el objetivo- el carácter 
tripartito en la decisión del destino de los fondos del Inefop. Esto es como curarse en salud porque un 
fondo de estas características es muy tentador y, en momento de escasez, no hay pan duro. 


Quiero dejar constancia de que vamos a ser vigilantes para mantener el carácter tripartito en 
la decisión del destino de los fondos del Inefop, reiterando la aclaración de que compartimos el giro que 
se ha dado a la nueva gestión que tiene el instituto. Por eso es importante saber si en esta ocasión el 
tema pasó por el directorio del Inefop y cuál fue la posición de los actores con respecto a él. 


Gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- Agradezco la pregunta del señor senador Delgado porque comparto el desarrollo 
de sus argumentos y creo que eso es buena cosa. Podría suscribir todo lo que el señor senador 
Delgado ha dicho en la argumentación de su pregunta; me parece que esto es muy importante y quiero 
destacarlo y recalcarlo. 


También quiero volver a destacar— aprovechando la pregunta— que, efectivamente, previo a 
que el tema fuera puesto a consideración parlamentaria lo consultamos específicamente con las 
cámaras empresariales y con el PIT — CNT. Logramos el apoyo de las cámaras empresariales que 
tienen representantes en el consejo directivo de Inefop —-que son la Cámara Nacional de Comercio y 
Servicios y la Cámara de Industrias del Uruguay-, a través de sus máximas autoridades -los 
Presidentes de ambas entidades— y también del PIT-CNT, a través de su Presidente y de su Secretario 
General; todos ellos manifestaron su aceptación de esta propuesta, partiendo de la base de lo que 
señalábamos anteriormente. Estoy hablando de la nueva orientación —que el señor senador compartia— 
que está teniendo el Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional, de esa nueva forma de 
trabajo, de este nuevo concepto del enfoque proactivo en la formación profesional que está teniendo 
esta institución. 


Queremos destacar, reconocer y agradecer nuevamente a las cámaras empresariales y al 
PIT-CNT por la comprensión que tuvieron en este tema. No habríamos avanzado en este tema si 
previamente no hubiéramos tenido la aceptación al respecto, porque sería imponer una cuestión que 
afectaría las competencias que el Inefop como institución y su consejo directivo tienen. Por lo tanto, 
todo lo que se ha propuesto fue conversado previamente y aceptado por estas partes; incluso, esto 
consta en una serie de manifestaciones que distintos señores legisladores hicieron en ocasión de la 
consideración del proyecto de ley en la Cámara de Representantes. 


En ese sentido, agradezco la pregunta del señor senador Delgado y reitero nuestro 
reconocimiento y agradecimiento al sector empresarial y al sector trabajador por este aspecto que no 
es nuevo. Si miramos las distintas cuestiones que han sido desarrolladas en poco más de un año del 
nuevo Inefop, veremos que esto es parte del conjunto de cambios que en forma multipartita se vienen 
desarrollando en esa institución para beneficio del país. La mayoría de las decisiones importantes y 
estratégicas que se han tomado han tenido el consenso de todas las partes. Esta es una más de esas. 
Podríamos destacar lo que fue —si no me falla la memoria— el artículo 762 de la ley de presupuesto y 
otras instancias en las cuales también el sector empresarial y el sector trabajador hicieron acuerdos 
para realizar modificaciones que se van llevando adelante en este instituto. 


SEÑOR CAMY.- Saludo la presencia del señor Ministro y de la delegación del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 


Quiero reconocer expresamente la disposición del Ministro —siempre la hemos sentido— para 
atender los reclamos y poner la cara cuando tenemos diferencias de opinión, siempre con el ánimo de 
buscar caminos de diálogo y encuentro. Nos parece importante reconocer este aspecto en el sistema 
político, porque creemos en ello, y mucho más en un Ministro de trabajo y seguridad social, que creo 
que debe tener esas condiciones para el buen desempeño de la tarea, más allá de que haya 
discrepancias. 


Voy a realizar una pregunta puntual. Suscribimos plenamente lo que ha dicho el señor 
senador Delgado que, incluso por su pasaje por la cartera tiene una versación que le reconocemos en 
estos temas, además de un marcado interés. 


Leyendo las notas de la determinación del resultado del Ejercicio 2014 y 2015, vemos que la 
número 5 —en la que se establece que estarían prontos para pagar- señala que la Tesorería General 
de la Nación ha intervenido los recursos de las partidas de Rentas Generales por un valor de 
$ 738.255:000.000, es decir, aproximadamente USD 25:000.000 en la media de la cotización. Me llama 
la atención que se establece ese monto, la misma cifra, en el balance auditado para el año 2014 y 
también en el balance auditado al 31 de diciembre de 2015. 


Más allá de figurar como activos del Inefop y teniendo en cuenta que está auditado al 31 de 
diciembre y tiene tres o cuatro meses más de evaluación por la auditoría, me pregunto: ¿en este 
tiempo este dinero ha sido volcado en parte o la totalidad sigue retenida o intervenida por la Contaduría 
General de la Nación? Esta es la pregunta puntual y concreta. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- Saludo al señor senador Camy y agradezco los conceptos vertidos con respecto 
a este equipo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Como bien señalaba antes el Director 
Nacional de Empleo y presidente del Inefop, Eduardo Pereira, en los próximos días entregaremos la 
información específica y agregaremos la precisión que planteaba ahora el señor senador Camy. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Con respecto al artículo 92, necesariamente tenemos que hacer una 
explicación un poco extensa. 


Una de las unidades ejecutoras más importantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
quizás sea la Inspección General de Trabajo porque es donde se ejerce la policía de trabajo, es decir, 
el control del cumplimiento de las normas. Básicamente, para el contralor de esas normas se utilizan 
dos documentos: la famosa planilla de trabajo y el libro único de trabajo donde se asientan ciertas 
novedades ocurridas en las empresas. Eso es parte de la documentación de contralor de trabajo que 
un inspector debe exigir como mínimo cuando acude a realizar una operación. A su vez, el Banco de 
Previsión Social -que como saben tiene una vinculación jerárquica con nuestro ministerio- controla a 
través de sus servicios inspectivos el real cumplimiento del pago de las contribuciones especiales de 
seguridad social. Además, existe una nómina que se envía mensualmente, con el volumen de aportes y 
a quién corresponde cada uno de ellos. 


El encuentro de estas dos informaciones es central porque es muy difícil controlar si 
especificamente se está pagando la categoría laboral, el grado que está cumpliendo el trabajador, su 
horario, si tiene remuneración variable, si es destajista o se paga por hora, etcétera. Por lo tanto, tener 
esa información es central para que nuestros servicios inspectivos y los del Banco de Previsión Social 
puedan cruzar esos datos y saber claramente si se aportó correctamente. Aquí, tanto la policía del 
trabajo como la tributaria que ejerce el BPS, podrán aplicar el poder punitivo y corregir los eventuales 
incumplimientos de los administrados. Entonces, es central lograr una coordinación entre estos dos 
órganos y para ello el ministerio está trabajando desde hace bastante tiempo en la elaboración de un 
documento único que va a suprimir la planilla de trabajo y la nominativa del Banco de Previsión Social. 
En consecuencia, habrá un solo documento, lo que va a facilitar al administrado pero también a la 


administración en su tarea de control, en especial, a la policía del trabajo y al Banco de Previsión 
Social para el correcto cumplimiento de los aportes que pudieran corresponder en cada caso. Estamos 
desarrollando este programa pero para su puesta en práctica hay que vencer una cantidad de 
problemas operativos de tipo técnico y claramente tecnológico pero, también, de corte tributario, que se 
asocian con la ley de habeas data. Aquí viene la transformación que pretende el ministerio. En la ley de 
presupuesto, este Cuerpo modificó uno de los artículos vinculados a la ley de habeas data, 
disponiendo que cierta información fuera pública y tenía el tratamiento especial que da esta ley a dicha 
información. Justamente, dentro de esa descripción se puso a la documentación laboral, pero la 
redacción quedó, de alguna manera, cerrada a la legislación o a la normativa vigente a ese momento. 
Por lo tanto, nosotros estamos proponiendo sacar esa expresión de vigente porque, como los señores 
senadores comprenderán, para la implementación de todo este plan vamos a tener que dictar algunos 
decretos, tanto el Banco de Previsión Social como el propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
van a tener que dictar algunas resoluciones internas que de alguna manera van a formar este grupo 
normativo que habilite este plan. Si no hacemos esa corrección va a ser prácticamente imposible que 
apliquemos este programa que nos parece tan trascendente y que tanto va a cooperar a la 
formalización en el país, tanto con la policía de trabajo como con el Banco de Previsión Social, cuyo 
destino principal es formalizar más y mejor a un volumen mayor de trabajadores. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sin ánimo de retrotraerme en la discusión de hace un año, porque esto lo 
único que modifica es «vigente a la fecha de promulgación de la presente ley». El literal B) señala: «Se 
recaben para el ejercicio de funciones propias de los poderes del Estado o en virtud de una obligación 
legal». Es lógico porque son funciones propias del ministerio. Sin embargo, el literal D) establece: 
«Deriven de una relación contractual, científica o profesional del titular de los datos, y sean necesarios 
para su desarrollo o cumplimiento». No me imagino el interés del ministerio y del Banco de Previsión 
Social. 


La otra pregunta, quizás más importante, es que cuando aparecen estas normas que hablan 
en «vía interpretativa» siempre nosotros somos cuidadosos de que por la ley no estemos solucionando 
procesos judiciales, porque sería inconstitucional en tanto estaríamos inmiscuyendo en las potestades 
del Poder Judicial y como Poder Legislativo no podemos hacerlo. Quiero saber si esto es solo a los 
efectos del decreto o existe algún tipo de procedimiento contra el ministerio por este tema. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Voy a invertir las respuestas, porque es más sencillo. 


No existe ningún procedimiento contra el ministerio; esta disposición no busca solucionar 
ninguna clase de juicio. Esto tiene que quedar claro: afirmamos rotundamente que no existe ninguna 
clase de juicio o proceso. 


Volviendo al planteo que el señor senador realizaba sobre la parte del literal D), en realidad 
¿por qué es necesario eso? Porque, como los señores senadores comprenderán, muchas veces se 
ocultan, bajo relaciones de arrendamiento de servicios y muy especialmente en el caso de 
profesionales universitarios, verdaderas relaciones laborales. Por eso se le dio ese planteamiento, 
porque si no, otra vez, encontraríamos un obstáculo. Comparto con el señor senador que no es ideal 
una ley en vía interpretativa, pero fue el mecanismo que se optó en el Presupuesto y, 
lamentablemente, hoy tenemos que pedir esta corrección para continuar con nuestras operaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a considerar el artículo 93, que es el último. 


SEÑORA SANTESTEVAN..- Agradezco a todo el Cuerpo la bienvenida que nos han dado como equipo 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


El último artículo que propone el Poder Ejecutivo respecto de esta secretaría de Estado, es el 
que se está tratando con el número 93. Simplemente refiere a la transformación de cargos vacantes, 
una denominación en serie y denominación de cargos, a los efectos de cumplir con otro de los 
objetivos estratégicos que está llevando a cabo el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que es una 
profunda transformación en el área de gestión humana y la promoción, específicamente, de los 
llamados de ingreso y, además, concursos de ascensos, que en la interna teníamos como un elemento 


muy trascendente y pendiente de impulso en esta secretaría de Estado. O sea que el argumento es 
absolutamente sencillo en términos de que prevé un ajuste interno de la denominación de cargos y de 
vacantes que son objeto de llamado y de ascenso dentro del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Gracias. 
SEÑORA AVIAGA..- Es un gusto recibirlos en esta comisión. 


Con respecto al tema a que refería recién la Directora General de Secretaría, doctora 
Santestevan, creo que esto encuadra dentro de mi inquietud. 


Ustedes tienen el Programa de Relaciones y Condiciones Laborales que presentaron en la 
rendición de cuentas de 2015, cuyo objetivo es contribuir de manera armónica al desarrollo de las 
relaciones laborales, entre otras, y controlar que se cumplan y apliquen las disposiciones en materia 
laboral y seguridad. Me gustaría saber un poco acerca de las metas que se han logrado en este 
programa que ustedes han propuesto en la rendición de cuentas pasada y especialmente sobre el 
tema del acoso moral y psicológico en el trabajo. Es un flagelo que aqueja a muchísimos trabajadores 
en el área privada, pero especialmente y mucho en el área pública. 


Nosotros venimos trabajando en esa área, hemos tenido contacto con ustedes también y 
siempre agradecemos la buena disposición cuando hacemos los pedidos de informes 
correspondientes, pero quisiéramos saber si tienen un protocolo de prevención y de acción en esta 
materia a la interna de sus propios trabajadores y también hacia los que, de una u otra manera, están 
sufriendo por esta problemática que muchas veces es difícil de comprobar y que es muy poco visible 
pero que va lastimando fuertemente la salud física, mental y psicológica de nuestros trabajadores. 


Me gustaría saber si han contemplado este tema a la hora de repensar los recursos humanos 
de los que estaba hablando y si están pensando o si ya tienen un equipo de recursos humanos 
especializado en esta problemática específica. 


SEÑOR MINISTRO.- Agradecemos el planteo de la señora senadora. 


Creo que podemos dar una explicación sucinta en función de la temática que hoy estamos 
discutiendo acerca del artículo específico de la rendición de cuentas y del tema que plantea la señora 
senadora, que obviamente es bastante más amplio que el artículo que estamos considerando. 


Se viene desarrollando una política muy intensa de relaciones laborales dentro del ministerio 
y se han firmado importantes convenios con los dos sindicatos que existen dentro de su área: el 
sindicato general, Afmit, que es la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, y el sindicato específico, AITU, que es la Asociación de Inspectores de Trabajo del Uruguay. 
Con ambos hemos firmado importantes convenios desde el inicio de esta gestión y mantenemos muy 
buenas relaciones con ambas organizaciones gremiales, lo cual es testificado por los propios dirigentes 
sindicales de ambos gremios. Incluso en un libro que hemos publicado recientemente —que está 
disponible para los señores senadores, si así lo desearan- sobre estudios del trabajo y la seguridad 
social hemos publicado en forma expresa ambos convenios. Estos instrumentos abordan toda la 
temática que la señora senadora planteaba, junto a otra serie de políticas que venimos desarrollando 
en el ministerio con relación a los temas de seguridad y salud en el trabajo, acoso laboral y acoso 
sexual, que estamos en el proceso de reglamentación de la ley correspondiente, de vigencia nacional. 
Estamos trabajando en estos temas al igual que en otras tareas que tratamos de llevar adelante en el 
ministerio, intentando contar con la más amplia participación de los sectores involucrados en la 
elaboración e implementación de las políticas. El ministerio ha venido avanzando en una serie de 
aspectos de organización interna con la participación social y en el marco de las políticas generales. 
Pensamos que la temática es más amplia que el artículo específico en discusión; por lo tanto, estamos 
dispuestos, con mucho gusto, a ampliar la información por escrito o en otra instancia que se pudiera 
generar a tales efectos. 


SEÑORA AVIAGA.- Muchas gracias, señor Ministro. 


Voy a solicitar una audiencia para tratar de profundizar en estos temas para ver cómo 
podemos colaborar para mejorar la calidad de vida de nuestros trabajadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, 
agradecemos al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y a sus asesores por haber comparecido 
en el día de hoy. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 12:56). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


